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Usted podrá consultar todos los precedentes, tesis jurisprudenciales y aisladas publicadas en el Semanario 

Judicial de la Federación, en: https://sjf.scjn.gob.mx/SJFHome/Index.html  
 
El Semanario Judicial de la Federación es un sistema digital de compilación, sistematización y difusión de los 

criterios obligatorios y relevantes emitidos por los órganos competentes del Poder Judicial de la Federación, 

a través de la publicación semanal de tesis jurisprudenciales, tesis aisladas y sentencias en la página de 

Internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

 

Los viernes de cada semana se publicarán las tesis jurisprudenciales y aisladas del Pleno de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, de sus Salas, de los Plenos Regionales y de los Tribunales Colegiados de Circuito; así 

como las sentencias dictadas en controversias constitucionales, en acciones de inconstitucionalidad y en 

declaratorias generales de inconstitucionalidad, así como la demás información que se estime pertinente 

difundir a través de dicho medio digital. 

 

TESIS 
 
 

Registro digital: 2029361 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: 1a./J. 147/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
ACCIÓN DE COMPENSACIÓN ECONÓMICA. LA EXIGENCIA DE QUE SE DETALLEN 
PORMENORIZADAMENTE LOS HECHOS QUE SUSTENTAN LA DEMANDA VULNERA EL DERECHO DE 
ACCESO A LA JUSTICIA. 
 
Hechos: Después de la disolución de su vínculo matrimonial, la excónyuge planteó un incidente de 
compensación económica en el que reclamó a su exesposo el cincuenta por ciento de los bienes 
adquiridos durante el matrimonio por haberse dedicado preponderantemente a las labores 
domésticas y de cuidado. En primera instancia se condenó al demandado al pago del treinta por 
ciento de los bienes. Inconformes, ambas partes interpusieron recurso de apelación. La Sala 
modificó la resolución y condenó al demandado al pago del cincuenta por ciento de los bienes 
adquiridos durante la vigencia del matrimonio. 
En desacuerdo, el demandado promovió un juicio de amparo directo, el cual le fue concedido por el 
Tribunal Colegiado de Circuito, bajo el argumento de que la acción era improcedente porque la 
actora no narró detalladamente los hechos que sustentaban su demanda, pues no precisó en qué 
consistían dichas actividades, cuánto tiempo les dedicó o cómo realizó la administración, dirección 
y atención del hogar. Inconforme con la sentencia, la parte actora interpuso un recurso de revisión. 
 

 

PRECEDENTES Y TESIS RELEVANTES DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN,  

PUBLICADAS EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN  

DURANTE SEPTIEMBRE DE 2024 
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Criterio jurídico: La exigencia de que se detallen pormenorizadamente los hechos que sustentan la 
acción de compensación económica, es decir, que se precisen de forma exhaustiva las 
especificidades, duración y grado de dedicación a las tareas de administración, dirección y atención 
del hogar o cuidado de la familia, implica para la parte actora una carga desproporcionada que 
vulnera los derechos a la tutela judicial efectiva y al acceso a la justicia en condiciones de igualdad. 
En estos casos, basta con que la persona solicitante señale que se dedicó exclusiva o 
preponderantemente a las labores del hogar y que acompañe a su escrito de demanda las pruebas 
que considere pertinentes para acreditar dicha circunstancia, para que las autoridades 
jurisdiccionales estén obligadas a analizar integralmente el escrito de demanda en relación con las 
pruebas aportadas y aquellas allegadas para mejor proveer, así como el contexto de las partes 
involucradas a fin de resolver sobre la procedencia de la acción, pues de lo contrario se invisibilizaría 
el trabajo doméstico realizado y se atentaría contra la finalidad misma de la compensación. 
 
Justificación: La compensación económica consiste en la asignación de un porcentaje hasta por el 
cincuenta por ciento de los bienes adquiridos durante el matrimonio celebrado bajo el régimen de 
separación de bienes o en el concubinato a favor del cónyuge o concubino que, en aras del 
funcionamiento del vínculo, asumió determinadas cargas domésticas y familiares en mayor medida 
que el otro, sin recibir remuneración económica a cambio y que, por ello, al disolverse el vínculo 
queda en desventaja patrimonial. Su propósito es reconocer el trabajo del hogar y el cuidado de los 
hijos e hijas y de otros integrantes de la familia, bajo la premisa de que tiene el mismo valor que 
aquel que se realiza en el mercado laboral convencional, por lo que se considera como una 
aportación económica al matrimonio o concubinato. 
Así, cuando se reclame una compensación económica, las autoridades jurisdiccionales deben tomar 
en cuenta que, al tratarse de una controversia de índole familiar, el principio dispositivo se ve 
matizado, pues las disposiciones que rigen esta materia son de orden público. 
Por lo tanto, para la consecución de la protección familiar y de los derechos involucrados en sus 
controversias, las personas operadoras jurídicas tienen facultades especiales como la oficiosidad, 
entendida como la facultad de actuar sin que sea solicitada su intervención, o la posibilidad de suplir 
la deficiencia de la queja de forma amplia. Asimismo, una de las características del proceso familiar 
es la ausencia de excesivas formalidades, en tanto que no se requiere algún requisito especial para 
acudir ante la persona juzgadora cuando se ejerza alguna acción. 
Bajo este supuesto, bastaría que las partes expongan los hechos que, a su juicio, describan la 
situación que padecen o les afecta y que la persona juzgadora tenga una obligación oficiosa para 
identificar si el contexto de un conflicto familiar da cuenta de afectaciones a los derechos humanos 
de las personas, particularmente por razones de género o de minoría de edad, así como reconocer 
los derechos afectados o advertir necesidades de protección que deban ser cubiertas o las 
pretensiones que no fueron debidamente formuladas. 
Por ende, cuando se solicite una compensación económica, la narración minuciosa y pormenorizada 
de cada uno de los hechos constitutivos de su acción (en donde se detallen los tiempos de 
dedicación, las actividades realizadas, el grado de dedicación o los costos de oportunidad 
generados) no es un requisito exigible para probar la dedicación preponderante a las labores del 
hogar de la persona solicitante. En estos casos resulta suficiente con advertir la esencia de la petición 
de la parte actora en donde indique que desempeñó el rol de cuidado o que realizó las labores 
domésticas durante el matrimonio para proceder al estudio de su petición, a partir de las pruebas 
aportadas por la parte solicitante y de aquellas de las que se allegue la persona juzgadora para mejor 
proveer. 
 
PRIMERA SALA. 
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Amparo directo en revisión 2564/2022. 23 de noviembre de 2022. Cinco votos de los Ministros y las 
Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena 
y Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarias: Irlanda Denisse Ávalos 
Núñez y Karina Castillo Flores. 
 
Tesis de jurisprudencia 147/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de dieciocho de septiembre de dos mil veinticuatro. 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de 
septiembre de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 
 

Registro digital: 2029363 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Común 

Tesis: 1a./J. 144/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
ACTOS DERIVADOS DE LAS REGLAS DE CONVIVENCIA DE UN CONDOMINIO. LA COMPETENCIA 
PARA RESOLVER LOS RECURSOS DERIVADOS DE UN JUICIO DE AMPARO SE SURTE A FAVOR DE 
LOS TRIBUNALES COLEGIADOS EN MATERIA CIVIL. 
 
Hechos: Una persona perteneciente a una asociación de vecinos de un régimen de propiedad en 
condominio promovió un juicio de amparo en el que reclamó la decisión de la asamblea de prohibir 
el arrendamiento de casas en la modalidad de hospedaje mediante plataformas digitales; asimismo, 
los actos de ejecución y molestia derivados, como restringir el acceso a los inquilinos o huéspedes. 
La demanda fue desechada por un Juez de Distrito con competencia mixta (administrativa, civil y de 
trabajo) por considerar que los actos reclamados no eran atribuibles a autoridades para efectos del 
juicio de amparo. 
Inconforme, la persona quejosa interpuso un recurso de queja. El recurso se turnó a un Tribunal 
Colegiado en Materia Civil. El órgano jurisdiccional consideró que al encontrarse frente a un 
desechamiento de una demanda de amparo no podía examinar la naturaleza de los actos 
reclamados y autoridades responsables, por lo que declinó la competencia en favor de un Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa, que tendría competencia residual para resolver el recurso. 
El Tribunal Colegiado en Materia Administrativa al que se remitió el recurso no aceptó la 
competencia declinada. El órgano jurisdiccional consideró que el desechamiento de la demanda de 
amparo no era un obstáculo para examinar la naturaleza del acto reclamado, al cual calificó como 
de materia civil, y por ende, que correspondería conocer del asunto a un Tribunal Colegiado en esa 
materia. En consecuencia, rechazó la competencia declinada y remitió el asunto a esta Suprema 
Corte de Justicia de la Nación para resolver el conflicto competencial. 
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Criterio jurídico: La competencia para resolver los recursos derivados de un juicio de amparo en los 
que se reclaman actos de una asociación de vecinos de un régimen de propiedad en condominio, le 
corresponde a un Tribunal Colegiado en Materia Civil, porque su naturaleza es afín con la regulación 
de la propiedad en régimen de condominio. Por tanto, al tribunal de esa materia le corresponde 
conocer del recurso de queja en contra del desechamiento de la demanda de amparo respectiva. 
 
Justificación: Son de naturaleza civil los actos relacionados con las reglas de convivencia en un 
condominio, como el acuerdo tomado en una asamblea de vecinos en el sentido de prohibir en un 
fraccionamiento, el arrendamiento de casas mediante la modalidad de hospedaje por medio de 
plataformas digitales, así como los actos de molestia derivados de esa decisión, como lo es, restringir 
el acceso de los inquilinos o huéspedes. 
En la jurisprudencia P./J. 13/2020 (10a.), el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte estableció que la 
competencia para conocer de un recurso de queja hecho valer en contra del auto de desechamiento 
de la demanda dictado por un Juez de Distrito con competencia mixta, por considerar que la 
señalada responsable no es autoridad para efectos del juicio de amparo, corresponde al Tribunal 
Colegiado de Circuito especializado en la materia en la que incide el acto reclamado y, en su caso, 
en atención a la naturaleza de las autoridades consideradas como responsables. 
Por tanto, corresponde a un Tribunal Colegiado de Circuito en Materia Civil, conocer del recurso de 
queja interpuesto en contra del desechamiento de una demanda de amparo indirecto en la que se 
reclaman actos a una asamblea de vecinos, a su presidente, a su tesorero y a su administrador, así 
como a la empresa de seguridad que controla el acceso al fraccionamiento, pues aun cuando no 
resulten en autoridades para efectos del juicio de amparo, dichos actos están relacionados con las 
reglas de convivencia en un condominio que tienen naturaleza civil. 
 
PRIMERA SALA. 
Conflicto competencial 255/2022. Suscitado entre el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil y el 
Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa, ambos del Tercer Circuito. 11 de enero de 2023. 
Unanimidad de cuatro votos de la Ministra y los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: 
Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Juan Jaime 
González Varas y Javier Alexandro González Rodríguez. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 13/2020 (10a.), de rubro: "COMPETENCIA PARA CONOCER DE 
UN RECURSO DE QUEJA CONTRA EL AUTO DE DESECHAMIENTO DE LA DEMANDA O DE UN RECURSO 
DE REVISIÓN CONTRA LA SENTENCIA QUE DECRETA EL SOBRESEIMIENTO, DICTADOS POR UN JUEZ 
DE DISTRITO CON COMPETENCIA MIXTA POR ESTIMAR QUE LA RESPONSABLE NO ES AUTORIDAD 
PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. CORRESPONDE AL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO 
ESPECIALIZADO EN LA MATERIA EN LA QUE INCIDE EL ACTO RECLAMADO Y, EN SU CASO, A LA 
NATURALEZA DE LAS AUTORIDADES CONSIDERADAS COMO RESPONSABLES." citada, aparece 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 80, Tomo I, 
noviembre de 2020, página 5, con número de registro digital: 2022430. 
 
Tesis de jurisprudencia 144/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada extraordinaria de doce de septiembre de dos mil veinticuatro. 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de 
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septiembre de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2029364 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Civil, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 145/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
ADJUDICACIÓN DE BIEN INMUEBLE POR REMATE JUDICIAL. ES INCONSTITUCIONAL EXIGIR LA 
ESCRITURA PÚBLICA COMO REQUISITO PARA QUE SE ENTREGUE SU POSESIÓN POR VIOLAR EL 
DERECHO DE PROPIEDAD (LEGISLACIÓN CIVIL FEDERAL). 
 
Hechos: Un organismo descentralizado de la Administración Pública Federal obtuvo una sentencia 
favorable en un juicio ejecutivo mercantil en el que reclamó el pago de un crédito. En etapa de 
ejecución de sentencia el Juez adjudicó en favor de dicho organismo un bien inmueble embargado 
a su contraparte. 
Una vez que el remate quedó firme, el organismo descentralizado solicitó al Juez que emitiera la 
orden de lanzamiento y la entrega de la posesión material y jurídica del inmueble. El Juez negó esa 
solicitud, pues en términos del artículo 496 del Código Federal de Procedimientos Civiles, antes de 
entregar la posesión del inmueble al nuevo propietario, se debe formalizar la escritura pública. 
Como la Sala de apelación confirmó tal decisión, el organismo descentralizado que había obtenido 
la adjudicación presentó una demanda de amparo indirecto reclamando la inconstitucionalidad del 
artículo señalado. La parte quejosa argumentó que la propiedad se surte con la adjudicación, de 
manera que la transmisión de los bienes debe realizarse desde el momento en que el tribunal 
adjudica el bien embargado, y que no es razonable limitar la posesión de dicho bien, del que ya se 
posee la propiedad, a un requisito formal. 
La Jueza de Distrito que conoció del juicio de amparo negó la protección en contra del artículo 
impugnado porque sólo establece una restricción temporal para obtener la posesión del bien 
adjudicado hasta en tanto se obtenga la escritura correspondiente, sin que ello signifique acto 
privativo de la propiedad, pues es una garantía de seguridad jurídica a favor del adjudicatario que 
lo protege de cualquier riesgo. Siendo así, el organismo descentralizado quejoso recurrió tal 
determinación que fue enviada por el Tribunal Colegiado del conocimiento a la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación para resolver el problema de constitucionalidad planteado. 
 
Criterio jurídico: Es inconstitucional que la posesión de un bien inmueble que ha sido adjudicado 
mediante remate judicial sea condicionada a que se formalice dicho acto en escritura pública porque 
ello transgrede el derecho de propiedad. La finalidad de la escrituración es dar publicidad al acto 
jurídico relacionado con la propiedad adquirida por remate para que surta efectos frente a terceros, 
pero la propiedad y el derecho de su posesión y disfrute no nacen de la escritura, sino del propio 
acto jurídico que, además, ya fue sancionado por un juez. 
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Justificación: El artículo 496 del Código Federal de Procedimientos Civiles establece que se debe 
otorgar la escritura pública antes de que el tribunal entregue la posesión de un inmueble al nuevo 
propietario. Sin embargo, esa medida no supera un test de proporcionalidad porque incide 
excesivamente en el derecho humano a la propiedad. 
Es verdad que la norma señalada persigue una finalidad constitucionalmente válida, consistente en 
brindar certeza y seguridad jurídica respecto de la existencia y los alcances del acto traslativo de la 
propiedad denominado adjudicación por remate judicial. 
También se trata de una medida idónea porque el hecho de condicionar la toma de la posesión de 
los bienes rematados judicialmente a que previamente se formalice el acto de adjudicación 
mediante el otorgamiento de la escritura, contribuye en un grado razonable a dotar de certeza y 
seguridad jurídica al acto traslativo de dominio. 
Sin embargo, la medida legislativa no es necesaria, dado que existen otros mecanismos igualmente 
idóneos para lograr los fines constitucionales perseguidos y que intervienen con menor intensidad 
en el derecho de propiedad afectado, como es la aprobación del remate y la consecuente 
adjudicación. 
Tales actuaciones constituyen, por sí mismas, el acto por el cual se transmite la propiedad del bien 
en favor del adjudicatario, con lo que se da seguridad jurídica del acto traslativo de dominio. En 
cambio, la escrituración sólo tiene como finalidad dar publicidad de dicho acto a fin de que surta 
efectos frente a terceros, pero no constituye el cambio de propiedad en sí mismo, por lo que no hay 
razón suficiente para exigir ese requisito de manera previa a la entrega de la posesión. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo en revisión 340/2019. Financiera Nacional de Desarrollo Agropecuario, Rural, Forestal y 
Pesquero. 22 de febrero de 2023. Cinco votos de la Ministra y de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Ana Margarita 
Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Ana Margarita 
Ríos Farjat. Secretarios: Juan Jaime González Varas, Mariana Aguilar Aguilar y Ricardo Martínez 
Herrera. 
 
Tesis de jurisprudencia 145/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada extraordinaria de doce de septiembre de dos mil veinticuatro. 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de 
septiembre de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2029368 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: 1a./J. 148/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
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COMPENSACIÓN ECONÓMICA POR DISOLUCIÓN DEL MATRIMONIO O DEL CONCUBINATO. TIENE 
DERECHO A RECLAMARLA QUIEN SE HAYA DEDICADO PREPONDERANTEMENTE A LAS LABORES 
DEL HOGAR Y AL CUIDADO FAMILIAR, CON INDEPENDENCIA DE SU GÉNERO. 
 
Hechos: En un juicio familiar un hombre solicitó a su exconcubina el pago de una pensión alimenticia 
compensatoria y de una compensación económica por el trabajo que desempeñó en la casa y en el 
cuidado de sus hijos durante la relación. En primera y en segunda instancias se negó la solicitud con 
el argumento de que la parte demandante no demostró que carecía de recursos económicos para 
satisfacer sus necesidades básicas ni que el desempeño de dichas actividades fuera su principal 
ocupación durante el concubinato. 
Inconforme, la parte demandante promovió un juicio de amparo directo en el que argumentó que 
el artículo 342-A del Código Civil para el Estado de Guanajuato era discriminatorio, pues impedía 
que el hombre accediera a una compensación económica bajo el estereotipo de género de que 
únicamente podía ser proveedor económico y no alguien que también podía dedicarse a las labores 
del hogar y de crianza. El Tribunal Colegiado de Circuito negó el amparo y sostuvo que el artículo no 
era discriminatorio por razón de género porque ambos concubinos podían solicitar una 
compensación económica. El señor combatió esta decisión en un recurso de revisión que 
correspondió conocer a esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
 
Criterio jurídico: El artículo 342-A del Código Civil para el Estado de Guanajuato es constitucional al 
establecer que cualquier cónyuge podrá demandar al otro una compensación de hasta el cincuenta 
por ciento del valor de los bienes que se adquirieron durante el matrimonio, siempre que se hayan 
casado bajo el régimen de separación de bienes y que la parte demandante se haya dedicado 
preponderantemente al hogar o al cuidado de la familia, pues no excluye a los hombres de solicitar 
una compensación cuando asuman las cargas de trabajo del hogar y cuidado de la familia en mayor 
medida. 
 
Justificación: Ante el reconocimiento del papel que juega el lenguaje en la garantía del derecho a la 
igualdad de género y en la erradicación de estereotipos, el lenguaje neutro empleado en el artículo 
citado en la frase "cualquier cónyuge podrá demandar al otro" permite concluir que tanto el hombre 
como la mujer pueden acceder en condiciones de igualdad a una compensación económica. 
Además, esta elección lingüística evita la reproducción de estereotipos sobre las labores 
tradicionalmente asociadas a cada género dentro del hogar y reconoce que las dinámicas familiares 
están cambiando hacia una participación equitativa de sus integrantes, por lo que el reparto de las 
funciones es diverso y varía ampliamente en función de los acuerdos y de las circunstancias 
particulares de cada núcleo. 
El precepto mencionado reconoce el derecho a solicitar una compensación económica a cualquiera 
de los cónyuges o concubinos, sin asumir a partir de estereotipos de género que la mujer 
desempeñó las labores del hogar y la crianza –legitimándola como la única apta para solicitarla– y 
que el hombre fue el único proveedor económico durante la relación y, por ende, el único obligado 
a pagarla. 
El otorgamiento de esta compensación no depende del género de quien la solicita, sino de que se 
demuestre que quien asumió las cargas del hogar y del cuidado durante el matrimonio o 
concubinato quedó en desventaja económica y patrimonial al término de la relación por no haberse 
podido dedicar a un trabajo remunerado de la misma manera que lo hizo su pareja. 
 
PRIMERA SALA. 
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Amparo directo en revisión 4316/2023. 17 de abril de 2024. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita 
Ríos Farjat y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarias: Irlanda Denisse Ávalos Núñez, Iris del Carmen Cruz 
de Jesús e Itzel de Paz Ocaña. 
 
Tesis de jurisprudencia 148/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de dieciocho de septiembre de dos mil veinticuatro.  
Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de 
septiembre de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2029382 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Penal 

Tesis: 1a./J. 140/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
DEMORA EN EL DICTADO DE LA SENTENCIA EN UN PROCEDIMIENTO PENAL ACUSATORIO. NO SE 
VULNERA EL PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN CUANDO OCURRE CON MOTIVO DE LA INTERPOSICIÓN 
DE MEDIOS DE IMPUGNACIÓN, COMO PARTE DEL EJERCICIO DE LA DEFENSA. 
 
Hechos: Una persona fue sentenciada por el delito de abuso de confianza. En el recurso de apelación 
interpuesto por el sentenciado se ordenó la reposición parcial de la audiencia de juicio ante la 
reclasificación jurídica del delito efectuada por el Ministerio Público. La persona imputada promovió 
un juicio de amparo indirecto, el cual se sobreseyó. Posteriormente, se dio cumplimiento a la 
reposición del procedimiento y se dictó una nueva sentencia condenatoria. 
Dicha sentencia fue revocada en apelación y, en su lugar, el tribunal de alzada emitió un fallo 
absolutorio. En contra de esa resolución, la parte ofendida promovió un juicio de amparo directo en 
el que el Tribunal Colegiado de Circuito lo concedió para el efecto de que se ordenara la reposición 
total de la audiencia de juicio, en virtud de que había pasado más de un año entre la resolución de 
alzada que ordenó la reposición parcial de la audiencia de juicio y el dictado de la nueva sentencia. 
Inconforme con lo anterior, la persona absuelta interpuso un recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La demora en el dictado de una sentencia de primera instancia en el procedimiento 
penal acusatorio se justifica cuando el retraso se debe a la interposición de medios de impugnación 
como parte del ejercicio de la defensa, por lo que dicha circunstancia no vulnera el principio de 
inmediación ni trae como consecuencia la reposición de la totalidad de la audiencia de juicio ante 
un tribunal diverso. 
 
Justificación: Cuando la demora en el dictado de una sentencia de primera instancia se debe a la 
presentación de un recurso judicial presentado por la persona imputada como parte del ejercicio de 
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su defensa no puede considerarse prima facie una violación al principio de inmediación que conlleve 
a la reposición total de la audiencia de juicio. Si bien la dinámica del proceso acusatorio exige que la 
sentencia sea emitida en el menor tiempo posible, esto no amerita sacrificar los recursos legales o 
constitucionales que la defensa considere necesarios para elaborar su estrategia en el caso. 
Lo anterior, toda vez que el artículo 20, apartado B, fracción VII, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos indica que la defensa de la persona imputada tiene la potestad 
constitucional de alargar el proceso en la medida necesaria, según su estrategia, para respetar el 
mandato del ejercicio de su defensa adecuada. 
El estudio de la demora en el dictado de una sentencia en el procedimiento penal no puede 
analizarse de forma aislada al contexto del asunto, por lo cual no es posible determinar que el 
principio de inmediación ha sido vulnerado con el simple transcurso del tiempo, sin considerar la 
existencia de recursos judiciales hechos valer durante el proceso. Lo contrario provocaría inhibir o 
desincentivar a los sujetos procesales para hacer valer los medios ordinarios o extraordinarios de 
defensa que consideren pertinentes, lo que vulnera el derecho de impugnación y el acceso a un 
recurso judicial efectivo. 
De esta manera, otorgar mayor peso al principio de inmediación que al derecho a la defensa de la 
persona enjuiciada implicaría que en todos los casos en los que la sentencia emitida en un 
procedimiento penal acusatorio se retrase debido a la interposición de recursos judiciales se deba 
ordenar la reposición del procedimiento, lo que traería como consecuencia un retraso en la 
impartición de justicia e, incluso, poner en tela de juicio las reglas del juicio de amparo, pues un 
tribunal de enjuiciamiento no podría ponderar el principio de inmediación para dictar sentencia si 
de por medio existe la suspensión decretada en el juicio de amparo que impide su continuación. 
Por tanto, es justificada la demora en el dictado de una sentencia en la audiencia de juicio cuando 
se produce con motivo de la interposición de recursos judiciales como parte del ejercicio de la 
defensa de la persona imputada. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo directo en revisión 7508/2023. Javier Arredondo Gutiérrez. 29 de mayo de 2024. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Disidente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto 
particular. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Saúl Armando Patiño Lara y Jonathan 
Santacruz Morales. 
 
Tesis de jurisprudencia 140/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de veintiocho de agosto de dos mil veinticuatro. 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de 
septiembre de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2029409 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: 1a./J. 142/2024 (11a.) 
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
RETENCIÓN DE BIENES EN MATERIA MERCANTIL. PARA OTORGARLA COMO MEDIDA CAUTELAR 
NO LE APLICAN LAS CONDICIONES DE LA "APARIENCIA DEL BUEN DERECHO" Y EL "PELIGRO EN LA 
DEMORA", LAS CUALES CORRESPONDEN A LA SUSPENSIÓN EN MATERIA DE AMPARO. 
 
Hechos: En un juicio oral mercantil una empresa demandó la nulidad de un contrato de compraventa 
y solicitó como medida cautelar la retención de cuentas bancarias de la parte demandada. El juez 
negó la retención, pues consideró que la solicitante no demostró la existencia de un "crédito líquido 
y exigible" en términos del artículo 1175, fracción I, del Código de Comercio. 
Inconforme, la empresa promovió un juicio de amparo indirecto en el que reclamó la 
inconstitucionalidad de ese precepto por exigir tal demostración del crédito en lugar de la 
"apariencia del buen derecho" y el "peligro en la demora". El juez de distrito sobreseyó en el 
amparo. 
En desacuerdo, la empresa interpuso un recurso de revisión. El Tribunal Colegiado del conocimiento 
emitió una sentencia en la que levantó el sobreseimiento y reservó jurisdicción para que esta 
Suprema Corte asumiera su competencia originaria y resolviera sobre la cuestión de 
constitucionalidad del artículo reclamado. 
 
Criterio jurídico: Para el otorgamiento de la medida cautelar de retención de bienes en materia 
mercantil no resultan aplicables los criterios de la apariencia del buen derecho y el peligro en la 
demora que son exclusivos de la materia de amparo, por lo que para ello es suficiente que se 
acredite la existencia de un crédito líquido y exigible, tal como lo dispone el artículo 1175, fracción 
I, del Código de Comercio. 
 
Justificación: La retención de bienes, como toda medida cautelar, no surge en lo abstracto, sino que 
se materializa dentro de un proceso conforme a sus reglas. Por ello, para el otorgamiento de esa 
medida en materia mercantil, es necesario satisfacer los requisitos del artículo 1175, fracción I, del 
Código de Comercio, que obliga al solicitante a demostrar la existencia de un crédito "líquido y 
exigible". 
Tales requisitos se relacionan con la verosimilitud del derecho invocado, pero no se trata de 
condiciones equivalentes ni intercambiables por otras figuras jurídicas como la "apariencia del buen 
derecho" y el "peligro en la demora", los cuales constituyen requisitos que deben ser examinados 
para conceder la suspensión en el juicio de amparo. Esto se debe a las claras diferencias que existen 
entre ambos juicios y a la finalidad de esas medidas cautelares en cada caso. 
De esta manera, si la suspensión en el juicio de amparo y la retención de bienes en los juicios 
mercantiles obedecen a procedimientos de naturaleza distinta y esas medidas precautorias tienen 
finalidades diferentes, entonces el artículo mencionado no es inconstitucional por establecer como 
condiciones que la parte solicitante pruebe la existencia de un crédito "líquido y exigible", en lugar 
de "la apariencia del buen derecho" y "el peligro en la demora". 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo en revisión 136/2023. Servicios Funerarios GG, S.A. de C.V. 14 de junio de 2023. Cinco votos 
de la Ministra y los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente, Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien 
formuló voto concurrente, y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. 
Secretarios: Juan Jaime González Varas y Shelin Josué Rodríguez Ramírez. 
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Tesis de jurisprudencia 142/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de veintiocho de agosto de dos mil veinticuatro. 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de 
septiembre de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2029412 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Civil, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 143/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
TOPES MÁXIMOS PARA LA CUANTIFICACIÓN DEL DAÑO MORAL. SON INCONSTITUCIONALES POR 
VULNERAR EL DERECHO DE LAS VÍCTIMAS A LA REPARACIÓN INTEGRAL. 
 
Hechos: Una persona fue sentenciada en primera instancia por el delito de feminicidio, por lo que 
se le condenó, entre otras sanciones, al pago de la reparación del daño moral, la cual fue reducida 
en apelación de acuerdo con el tope máximo previsto en el artículo 1995 del Código Civil para el 
Estado de Puebla, en su texto vigente hasta el 29 de diciembre de 2017, aplicado de manera 
supletoria en el proceso penal. 
La madre y el padre de la víctima promovieron un juicio de amparo directo en el que plantearon la 
inconstitucionalidad de dicho precepto al considerar que limitaba injustificadamente su derecho a 
una reparación integral del daño. El Tribunal Colegiado de Circuito negó el amparo y omitió 
pronunciarse sobre la inconstitucionalidad planteada. En desacuerdo, la parte quejosa interpuso un 
recurso de revisión, cuyo conocimiento correspondió a la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación. 
 
Criterio jurídico: El artículo 1995 del Código Civil para el Estado de Puebla, en su texto vigente hasta 
el 29 de diciembre de 2017, al establecer un tope máximo de mil días de salario mínimo general 
para la cuantificación de la indemnización por daño moral, es inconstitucional por vulnerar el 
derecho de las víctimas a la reparación integral del daño, pues impide que durante el proceso penal 
las personas juzgadoras emitan una decisión justa para cuantificar este concepto con base en 
criterios de razonabilidad y atendiendo a las particularidades del caso específico. 
 
Justificación: A partir de la reforma al artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, de 10 de junio de 2011, se reconoció la reparación de las violaciones a derechos 
humanos como un verdadero derecho de las víctimas que comprende medidas de restitución, 
satisfacción, no repetición e indemnización; lo cual ha sido conceptualizado como el derecho a la 
reparación integral del daño. 
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En materia penal, la reparación del daño tiene como finalidad devolver a la víctima a la situación 
anterior a la comisión del delito, por lo que para cumplir con su objeto debe reunir ciertas 
características como ser oportuna, plena, integral, efectiva, justa y proporcional. 
Una justa indemnización no sólo está encaminada a restaurar un equilibrio patrimonial perdido, sino 
que debe ser suficiente para que la persona afectada pueda atender sus necesidades y llevar una 
vida digna. 
Por lo tanto, el derecho a la reparación integral del daño es incompatible con la existencia de topes, 
tarifas o montos máximos y mínimos que impidan que su cuantificación atienda a las características 
específicas de cada caso a fin de que sea justa. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo directo en revisión 711/2023. 8 de mayo de 2024. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Impedido: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. 
Secretarios: Irlanda Denisse Ávalos Núñez y Juan Pablo Alemán Izaguirre. 
 
Tesis jurisprudencial 143/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal en sesión 
privada de veintiocho de agosto de dos mil veinticuatro. 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de 
septiembre de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2029413 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Penal 

Tesis: 1a./J. 146/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
USO ILEGAL DE UN BIEN PERTENECIENTE A LA NACIÓN. EL DELITO PREVISTO EN LA LEY GENERAL 
DE BIENES NACIONALES ES CONSTITUCIONAL. 
 
Hechos: Derivado del establecimiento de un asentamiento humano irregular en un parque nacional, 
se inició un procedimiento penal en el que se libró una orden de aprehensión en contra de distintas 
personas por la comisión del delito de uso ilegal de un bien perteneciente a la Nación. Inconformes, 
algunas de las personas inculpadas promovieron distintos juicios de amparo indirecto en los que 
reclamaron esa orden de aprehensión, así como los artículos 149 y 150 de la Ley General de Bienes 
Nacionales que regulan y sancionan el delito, pues consideran que contiene términos ambiguos y 
que para integrar el delito se requiere acudir a disposiciones reglamentarias y no a leyes. 
El Juez de Distrito del conocimiento acumuló los juicios y determinó sobreseer en el juicio respecto 
de algunas autoridades y negó el amparo respecto de la orden de aprehensión y el reclamo de 
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constitucionalidad de los referidos preceptos. Inconformes con ello, dos de los quejosos 
interpusieron un recurso de revisión. 
 
Criterio Jurídico: Los preceptos de la Ley General de Bienes Nacionales, que regulan el delito de uso 
ilegal de un bien perteneciente a la Nación, describen conducta con elementos suficientemente 
claros que permiten a sus destinatarios comprender lo que es materia de prohibición, aunado a que 
para su configuración, sobre lo que debe entenderse como "un bien perteneciente a la Nación", 
remite al mismo ordenamiento que es una ley formal y material, por lo que dichos preceptos no 
vulneran los principios de taxatividad ni de reserva de ley en materia penal. 
 
Justificación: El delito de uso ilegal de un bien perteneciente a la Nación, previsto en el artículo 150 
y sancionado en el diverso 149 de la Ley General de Bienes Nacionales, no contiene conceptos 
ambiguos, pues el tipo penal se rige por el verbo "usar", el cual permite comprender sus alcances 
sin mayores interpretaciones, ya que se entiende como hacer servir una cosa para algo, en este 
caso, de un bien perteneciente a la Nación. 
En el mismo sentido, la norma establece como condición para considerar ilegal esa conducta que la 
realice el sujeto activo sin contar con una concesión, permiso, autorización o contrato con autoridad 
competente. 
Además, los referidos preceptos pertenecen a la Ley General de Bienes Nacionales y buscan prohibir 
y sancionar las conductas que afecten las disposiciones de ese ordenamiento, por lo que para 
entender lo que es "un bien perteneciente a la Nación", basta con acudir a los artículos 3 y 7 de ese 
ordenamiento, que es una ley formal y material, para identificar los bienes que son propiedad de la 
Nación y que son tutelados por el tipo penal. 
Es por ello que las normas impugnadas describen con suficiente precisión la conducta delictiva y 
permiten comprender a sus destinatarios lo que es objeto de prohibición, aunado a que para su 
integración remite a las disposiciones de la propia ley general, por lo que no vulneran los principios 
de legalidad en su vertiente de taxatividad, y de reserva de ley en materia penal, que derivan 
respectivamente de los artículos 14 y 73, fracción XXI, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo en revisión 367/2023. Jorge de Jesús Hernández González. 14 de febrero de 2024. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Saúl Armando Patiño Lara. 
 
Tesis jurisprudencial 146/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada extraordinaria de doce de septiembre de dos mil veinticuatro. 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de 
septiembre de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2029385 

Instancia: Primera Sala 
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Undécima Época 

Materias(s): Penal, Constitucional 

Tesis: 1a. XVI/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Aislada 
 
DERECHO A LA ASISTENCIA CONSULAR. REQUISITOS PARA QUE SU RENUNCIA SEA VÁLIDA. 
 
Hechos: Una persona extranjera fue hallada penalmente responsable de diversos delitos. Promovió 
amparo contra la sentencia definitiva y argumentó que no se respetó su derecho a recibir asistencia 
consular. El tribunal colegiado de circuito concluyó que el quejoso renunció válidamente a la 
asistencia consular, pues se opuso expresamente a contactar a la embajada de su país para informar 
su situación jurídica. Inconforme, la parte quejosa interpuso recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La renuncia al derecho a recibir asistencia consular sólo será válida cuando: a) la 
decisión se tome de forma informada; b) se exprese de manera fehaciente; y c) se haga con el apoyo 
de un asesor jurídico. 
 
Justificación: Conforme a lo resuelto por la Primera Sala en el amparo en revisión 352/2012 y en el 
amparo directo en revisión 517/2011, el derecho a la notificación, al contacto y a la asistencia 
consular es una garantía del debido proceso, al ser parte del elenco mínimo de garantías que toda 
persona extranjera debe tener ante un proceso penal. La asistencia consular representa el punto de 
encuentro entre dos preocupaciones básicas del derecho internacional: por un lado, afianzar el 
papel de las oficinas consulares como representantes de la soberanía de su país y, por otro lado, 
respetar los derechos de la persona detenida, pues una persona extranjera enfrenta una multitud 
de barreras lingüísticas, culturales y conceptuales que dificultan su habilidad para entender los 
derechos que le asisten, así como la situación en la que se encuentra. En atención a su 
trascendencia, la renuncia al derecho a recibir asistencia consular está sujeta a que se cumplan 
varios requisitos. De manera preliminar, la autoridad debe haberle explicado a la persona extranjera 
detenida los diferentes derechos y las alternativas que le corresponden por razón de su 
nacionalidad. La renuncia debe constar de manera fehaciente (ya sea con la firma, rúbrica, huella 
digital o cualquier otro signo inequívoco de la persona extranjera detenida). Finalmente, la validez 
de la renuncia estará sujeta a que dicha decisión se tome con la asesoría de una persona profesional 
en derecho. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo directo en revisión 5574/2022. Juan Francisco López Cordero. 10 de enero de 2024. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros y de las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, quien formuló voto concurrente 
en el que se separa de las consideraciones contenidas en la presente tesis, Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Ministro 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Jorge Vázquez Aguilera. 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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